	
	



CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – Acción de tutela  – Procedencia
Así las cosas, analizados los argumentos contenidos en la solicitud de amparo, para esta colegiatura resulta evidente que la controversia aquí planteada debe resolverse ante la jurisdicción contencioso-administrativa a través del medio de control de controversias contractuales con el propósito de que se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales objeto de controversia, esto es, las Resoluciones 3600 de 24 de agosto de 2015 (ff. 64 a 66) y 660 de 21 de enero de 2016 (ff. 80 a 86), que declararon «la ocurrencia del siniestro de Incumplimiento del contrato de Comisión de Estudios Nº 005-2008». Todo ello, previo agotamiento de los procedimientos administrativos pactados en la cláusula decimosexta del referido negocio jurídico, para la resolución de cualquier diferencia, tales como la etapa de arreglo directo, ya realizada (ff. 358 y 359); posteriormente, en el evento en que fracase el paso anterior, acudir al centro de conciliaciones de la UPTC; y agotada esta última, las partes quedan en libertad de ocurrir a las respectivas instancias judiciales. A guisa de corolario de lo que se deja consignado, en este asunto el ejercicio de la acción de tutela resulta improcedente en razón a que dicho amparo se encuentra gobernado por el principio de subsidiariedad, según el cual esta no tiene cabida «Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales», es decir, si los medios judiciales ordinarios pueden ser utilizados de manera eficaz en el sub lite, la acción impetrada no es pertinente, pues el solicitante tiene a su disposición otro medio idóneo para la defensa judicial de sus derechos. 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO
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Bogotá, D. C., catorce (14) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

Acción: Tutela (impugnación)
Radicación número: 15001-23-33-000-2016-00737-01 (AC)
Actor: YIMY HERRERA MARTÍNEZ 

Demandado: RECTOR DE LA UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA Y PEDAGÓGICA DE COLOMBIA (UPTC)
Tema
:
Derecho constitucional fundamental al debido proceso
Procede la Sala a decidir la impugnación formulada por las partes contra la providencia de 24 de octubre de 2016, proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá, que accedió parcialmente al amparo del derecho constitucional fundamental al debido proceso dentro de la acción de tutela del epígrafe. 

I. ANTECEDENTES

1.1 La solicitud de amparo (ff. 3 a 28). El señor Yimy Herrera Martínez presenta acción de tutela con el fin de obtener la protección de su derecho constitucional fundamental al debido proceso presuntamente vulnerado por el rector de la Universidad Tecnológica y Pedagógica de Colombia.
Como consecuencia de lo anterior, pide se ordene al accionado (i) «[…] adelantar el trámite, estudio y decisión, de [su] situación jurídica[…] con ocasión del contrato de comisión de estudios remunerada[…] 005-2008 de la cual ha sido beneficiario, sin que se aplique una responsabilidad objetiva, incorporando en su análisis todos los elementos subjetivos de la conducta del peticionario (intencionalidad, culpabilidad, imputabilidad), conforme a los presupuestos constitucionales aplicables a su caso, tal como lo dejó consignado la Corte Constitucional en las Sentencias T-677 de 2004 y T-715 de 2014»; (ii) suspender el cobro jurídico; y (iii) «[…] dejar sin valor ni efecto cada una de las resoluciones expedidas dentro del ámbito del contrato 005-2008, que estuvieron encaminadas a la declaratoria del siniestro del incumplimiento contractual, y se materializaron en la Resolución No. 3600 de[…] 24 de agosto de 2015 y la Resolución No. 0660 de[…] 21 de enero de 2016[…]».
1.2 Hechos relevantes. Relata el actor que es profesor «[…] adscrito a la Escuela de Ciencias Biológicas de la Facultad de Ciencias Básicas de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, UPTC, desde el año 2005».
Que el 28 de enero de 2008 suscribió con la UPTC el «contrato de comisión de estudio remunerada» 5-2008, para realizar estudios de doctorado en «Ciencias Biología-Diversidad y Conservación» en la Universidad Nacional de Colombia. 

Que en virtud de ese acto jurídico, tenía que reintegrarse a la UPTC para prestar sus servicios profesionales en el mismo cargo que desempeñaba o en otro que preservara su calidad de docente, por el doble del tiempo concedido para la comisión de estudios; asimismo, entregar el diploma dentro de los seis (6) meses siguientes a la terminación de esos estudios.

Que en caso de incumplimiento, se obligaba a reintegrar a la UPTC los sueldos y prestaciones recibidos durante el término de la comisión, el cual fue inicialmente pactado a un (1) año, prorrogable máximo a cuatro (4) años.

Que a través de sucesivas resoluciones rectorales, el aludido contrato se prorrogó hasta el 30 de marzo de 2013 y, en consecuencia, el reintegro al cargo tuvo ocurrencia al día siguiente.
Que en virtud de la modificación efectuada al referido contrato el 28 de enero de 2013, el actor se obligó a presentar el título objeto de la comisión dentro de los 24 meses siguientes a la fecha de su reintegro, «sin excepción alguna».

Que la mencionada comisión de estudios fue objeto de prórrogas y suspensiones en consideración a las modificaciones de los calendarios académicos, debido a movilizaciones nacionales contra la reforma a la ley de educación y por «fuerza mayor (aspectos naturales), debidamente comprobad[a]s en el desarrollo de la investigación».

Que el programa doctoral escogido por el actor, en promedio, se desarrolla en «[…] 13.7 semestres, para obtener su grado y un tiempo máximo registrado de 17 semestres, según respuesta dada por el Director Curricular de Biología [de la] Facultad de Ciencias de la Universidad Nacional[…]».
Que de acuerdo con la aludida respuesta, «[…] el programa doctoral comprende dos fases: la primera, con actividades y cursos académicos obligatorios (4 semestres), y la segunda […], de cuatro semestres, que corresponde al tiempo requerido para la ejecución del proyecto de investigación, el cual en tiempos reales de duración varía considerablemente dependiendo de múltiples factores, como la calidad de diseño del proyecto, disponibilidad de recursos [y] calidad de ejecución[…]».
El 5 de mayo de 2015 la UPTC «[…] requiere al actor para que acredite el respectivo título de doctor o la certificación de otorgamiento del mismo, dado el vencimiento del contrato de comisión de estudios», petición a la que respondió «[…] de manera detallada las razones por las cuales a la fecha [8 de mayo de 2015] no había entregado el título doctoral».
Que a través de la Resolución 3600 de 24 de agosto de 2015, la UPTC declaró «[…] el siniestro del incumplimiento del contrato[…] 005-2008 […], con fundamento en una cláusula obligacional que para la fecha no estaba vigente, esto es, la que obliga a entregar dentro de los seis meses siguientes a la terminación de estudios, el diploma objeto de la comisión o la certificación de haberle sido otorgado el grado»; acto administrativo que fue confirmado en su integridad mediante la Resolución 660 de 21 de enero de 2016, luego de haber sido recurrido por el interesado.
Que como consecuencia de la declaratoria del siniestro, «[…] se ordena adelantar los trámites establecidos para obtener el reconocimiento de perjuicios derivados del incumplimiento en la suma de $26.138.145.00[…]».
Que el 22 de julio de 2016, el rector de la UPTC acudió «[…] a uno de los mecanismos de solución de controversias contractuales, establecido en el contrato de comisión de estudios remunerada, cual es la etapa de arreglo directo para transar diferencias (Cláusula Décima Sexta), [e] invita al actor a surtir dicha etapa por el incumplimiento en la presentación del título correspondiente al doctorado».

Que la referida etapa de arreglo directo quedó condicionada «[…] al reintegro de los salarios y prestaciones sociales, junto con los intereses legales, moratorios, cláusula penal, honorarios de abogado, recibidos durante el término de la comisión y sus prórrogas, respaldado con un título valor (pagaré), el cual sería objeto de cobro en caso de no lograrse acuerdo de pago».
Que el 26 de julio de 2016 se suscribió acta de arreglo directo entre las partes, sin que se llegara a un acuerdo sobre el crédito pendiente, donde se le informó al actor acerca de la deuda que tenía con la UPTC por conceptos de i) salarios y prestaciones recibidos: $247.499.083; ii) intereses moratorios: $94.568.574; y iii) cláusula penal: 30.328.716, para un total de $346.258.228.
Que el 23 de junio de 2016 la Aseguradora Solidaria de Colombia, en ejercicio del derecho de subrogación previsto en la ley comercial, requiere del actor el pago de la suma de $26.138.145.

Que al momento de la interposición de la tutela, la UPTC «[…] no ha acudido [a] otro mecanismo de solución de controversias contractuales, contemplado en el contrato de comisión de estudios remunerada[…], cláusula Décimo Sexta, referente al Centro de Conciliaciones de la Universidad en aras de resolver la controversia contractual». 

1.3 Actuación procesal en el trámite de primera instancia. Mediante auto de 7 de octubre de 2016, el magistrado sustanciador admitió la acción de tutela y ordenó tener como pruebas los documentos aportados con la solicitud de amparo (f. 329).

1.4 Contestación de la acción (ff. 333 a 352). La UPTC, a través de apoderado, solicita, en síntesis, se declare improcedente la acción de tutela del epígrafe, por la existencia de otros mecanismos judiciales. 

1.5 Providencia impugnada (ff. 393 a 410). A través de sentencia de 24 de octubre de 2016, el Tribunal Administrativo de Boyacá tuteló el derecho constitucional fundamental al debido proceso y, en consecuencia, ordenó a la UPTC que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la providencia «[…] proceda a surtir la etapa de conciliación suscrita en la cláusula Décimo Sexta del Contrato No. 005-2008, salvaguardando los derechos de terceros del Acto Conciliatorio que se ordena[…] efectuar, para así, poder acudir a la vía judicial que corresponda[…]».

Para arribar a esa decisión, consideró que «[…] al incumplirse con los cometidos dispuestos en las cláusulas contractuales se violaba el derecho al debido proceso de manera flagrante pues, previo a iniciar cualquier procedimiento judicial es menester agotar dicha etapa en procura de que se surtan arreglos que beneficien a las partes».
1.6 La impugnación. Inconformes con la decisión adoptada, las partes la impugnaron.

1.6.1 Parte accionante (ff. 413 a 416). Refiere que «[…] no es de recibo una interpretación restrictiva de la jurisprudencia constitucional, que [le] vulnera los derechos fundamentales […], en tanto adopta una nueva tesis frente al ejercicio de las potestades excepcionales en relación con los contratos de crédito educativo y la facultad de declarar el incumplimiento del beneficiario para poder hacer efectivo el pago de los dineros prestados, sin más miramientos que los de la exigibilidad obligacional, dado el incumplimiento del plazo estipulado».
Dice que la potestad ejercida por la UPTC solo es posible si «[…] los objetivos constitucionales y de interés público de esos contratos, de manera razonable y proporcionada, no pudiendo las entidades imponer formas de responsabilidad objetiva, ante la mera subsunción en una causal de incumplimiento, sino que se debe[n] estudiar las particularidades de cada caso, a fin de determinar si hubo o no negligencia o dolo de parte del becario y si se están o no cumpliendo los propósitos de ciencia y tecnología del uso de esos dineros, concluyendo la Corte que en esta medida, son esenciales los elementos subjetivos de la conducta, la intencionalidad y la imputabilidad».
1.6.1 Autoridad accionada (ff. 417 a 421). Reitera lo expuesto en la contestación de la acción de tutela y agrega que es imposible el cumplimiento de la orden de amparo de primera instancia, esto es, con lo estipulado en la cláusula décimo sexta del contrato de comisión de estudio, debido a que la competencia del centro de conciliación «[…] no puede sobrepasar los cuarenta (40) salarios mínimos legales vigentes, de acuerdo[…] como lo establece el Decreto 1829 de 2013 en los artículos 25 y 26[…]».
II. CONSIDERACIONES

2.1 Competencia. En virtud del artículo 32 del Decreto ley 2591 de 1991, esta colegiatura es competente para conocer de la presente impugnación. 
2.2 La acción. Como se sabe, la acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Carta Política y reglamentada por los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, como mecanismo directo y expedito para la protección de los derechos constitucionales fundamentales, permite a las personas reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, el amparo inmediato de ellos cuando quiera que resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, siempre que no se disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se trate de impedir un daño irremediable, en cuyo evento procede como mecanismo transitorio.
2.3 Problema jurídico. Se contrae a determinar si es dable a través de la acción de tutela examinar el eventual quebranto de derechos de linaje constitucional fundamental que pueda comportar la decisión de la autoridad accionada de declarar el siniestro por incumplimiento contractual, referente a la comisión de estudios remunerada concedida al actor, para adelantar doctorado en «Ciencias Biología-Diversidad y Conservación» en la Universidad Nacional de Colombia.
2.4 Requisito de subsidiaridad de la acción de tutela. El carácter subsidiario de la acción de tutela hace referencia a que solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, sin embargo, no debe perderse de vista que aunque el trámite de esta acción es preferente y sumario, regido por los principios de publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad y eficacia, su carácter es eminentemente residual y subsidiario, es decir, que únicamente procede en aquellos eventos en que no exista un instrumento constitucional o legal diferente que permita solicitar ante los jueces la protección de los derechos, salvo que se pretenda evitar la causación de un perjuicio irremediable.

Frente al particular, la Corte Constitucional, en sentencia T-480 de 2011, indicó:

[…] conforme con su diseño constitucional, la tutela fue concebida como una institución procesal dirigida a garantizar “una protección efectiva y actual, pero supletoria, de los derechos constitucionales fundamentales”, razón por la cual no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos para controvertir las decisiones que se adopten durante su trámite.

La jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que, en virtud del principio de subsidiariedad de la tutela, los conflictos jurídicos relacionados con los derechos fundamentales deben ser en principio resueltos por las vías ordinarias —jurisdiccionales y administrativas— y sólo ante la ausencia de dichas vías o cuando las mismas no resultan idóneas para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, resulta admisible acudir a la acción de amparo constitucional.

En efecto, el carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de desplegar todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos fundamentales. Tal imperativo constitucional pone de relieve que para acudir a la acción de tutela el peticionario debe haber actuado con diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta injustificada de agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia del mecanismo de amparo establecido en el artículo 86 superior.

Sobre este particular, ha precisado la jurisprudencia que si existiendo el medio judicial de defensa, el interesado deja de acudir a él y, además, pudiendo evitarlo, permite que éste caduque, no podrá posteriormente acudir a la acción de tutela en procura de obtener la protección de un derecho fundamental. En estas circunstancias, la acción de amparo constitucional no podría hacerse valer ni siquiera como mecanismo transitorio de protección, pues tal modalidad procesal se encuentra subordinada al ejercicio de un medio judicial ordinario en cuyo trámite se resuelva definitivamente acerca de la vulneración iusfundamental y a la diligencia del actor para hacer uso oportuno del mismo [destaca la Sala]. 

De acuerdo con la anterior pauta jurisprudencial y ante la naturaleza eminentemente subsidiaria de la acción de tutela, es menester que quien depreca el amparo de un derecho constitucional fundamental haya agotado todos los mecanismos de defensa judicial que el ordenamiento jurídico pone a su disposición, previa la interposición de la acción. 

Se concluye, entonces, que la acción de tutela no solo es improcedente cuando el accionante aún cuenta (o contó) con otro medio de defensa judicial, sino también cuando este tiene (o tuvo) la posibilidad de acudir ante las autoridades que presuntamente han quebrantado sus derechos constitucionales fundamentales a efectos de solicitar de ellas una respuesta favorable o la satisfacción de sus intereses. 

De manera que la falta de diligencia del demandante, entendida como la renuencia o el uso tardío de los medios ordinarios de defensa previstos en la normativa legal, constituye una causal válida para declarar la improcedencia de la acción constitucional frente al caso particular.

En ese sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-807 de 2007, precisó:

De acuerdo a la redacción del artículo 86 superior, una de las características esenciales de la acción de tutela se concreta en el principio de la subsidiariedad […]

Tal comprensión de las instituciones que componen el engranaje del ordenamiento atribuye a la acción de tutela una vocación meramente subsidiaria, en virtud de la cual los ciudadanos sólo podrían acudir a ella en aquellos eventos en los cuales no existan cauces institucionales expeditos para reclamar la reparación de la vulneración padecida [se destaca]. 

Ahora bien, como se dejó explicado, la jurisprudencia constitucional ha dicho que la acción de tutela no resulta procedente cuando el ordenamiento jurídico ofrece otro mecanismo judicial para la protección de los derechos.
Sin embargo, si el sistema normativo dispone de otras herramientas jurídicas para el amparo de los derechos, estas deben ser suficientemente eficaces para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pues de lo contrario la acción de tutela procede de manera transitoria. 

En otras palabras, si la situación fáctica es de tal gravedad que los recursos judiciales ordinarios resultan ineficaces para defender los derechos fundamentales, el juez de tutela debe adoptar las medidas necesarias que neutralicen las causas de vulneración o amenaza con la finalidad de evitar un menoscabo o de hacer cesar una violación a derechos inalienables.

La Corte Constitucional ha definido el perjuicio irremediable en los siguientes términos:

La irremediabilidad del perjuicio, implica que las cosas no puedan retornar a su estado anterior, y que sólo pueda ser invocada para solicitar al juez la concesión de la tutela como “mecanismo transitorio” y no como fallo definitivo, ya que éste se reserva a la decisión del juez o tribunal competente. Es decir, se trata de un remedio temporal frente a una actuación arbitraria de autoridad pública, mientras se resuelve de fondo el asunto por el juez competente. En el caso que nos ocupa, la situación que se presenta no es irremediable, pues como el perjuicio alegado está en posibilidad de desaparecer, de prosperar el recurso de apelación interpuesto por el actor contra la decisión de la Inspección, resulta ilógico considerarlo como irremediable. Por lo demás, tampoco se observa que dicho perjuicio, sea grave o inminente.

De la lectura del pasaje jurisprudencial citado, se colige que el perjuicio se considera irremediable cuando concurren unas circunstancias específicas que si bien deben ser valoradas en cada caso concreto, deben hallarse presentes:

1) Que se produzca de manera cierta y evidente una amenaza sobre un derecho fundamental.

2) Que de presentarse no exista forma de reparar el daño producido a ese derecho. 

3) Que su ocurrencia sea inminente. 

4) Que resulte urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra. 

5) Que la gravedad de los hechos sea de tal magnitud que haga evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.

En consecuencia, cuando el caso bajo estudio reúna los supuestos anteriores se hará necesaria la intervención del juez constitucional para el restablecimiento de los derechos involucrados a través de medidas inmediatas de protección, por lo que se impone en este evento la tutela como mecanismo transitorio mientras el juez competente decide de fondo la acción correspondiente
.

Asimismo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que el perjuicio irremediable debe ser probado por la persona que lo alega, pues si bien no es dable exigir el cumplimiento de una carga probatoria rigurosa en asuntos donde se discute la violación de derechos fundamentales, el tutelante debe demostrar al menos someramente los posibles perjuicios que se llegaren a originar en los hechos que motivaron la presentación de la solicitud de amparo, pues al juez constitucional no le concierne probar las circunstancias fácticas en que se fundamenta la acción de tutela, salvo que sea evidente la inminencia del perjuicio.   

Sobre la carga de la prueba del perjuicio irremediable, la Corte Constitucional ha afirmado que «En materia de interposición de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable existe una carga probatoria más exigente por parte de quien lo invoca, a menos que sea manifiesta la existencia del perjuicio irremediable, que debe ser cumplida por el accionante al momento de interponer la acción de tutela, carga que en todo caso no le compete a la Corte Constitucional satisfacer»
.

Así las cosas, analizados los argumentos contenidos en la solicitud de amparo, para esta colegiatura resulta evidente que la controversia aquí planteada debe resolverse ante la jurisdicción contencioso-administrativa a través del medio de control de controversias contractuales
 con el propósito de que se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales objeto de controversia, esto es, las Resoluciones 3600 de 24 de agosto de 2015 (ff. 64 a 66) y 660 de 21 de enero de 2016 (ff. 80 a 86), que declararon «[…] la ocurrencia del siniestro de Incumplimiento del contrato de Comisión de Estudios Nº 005-2008[…]». 
Todo ello, previo agotamiento de los procedimientos administrativos pactados en la cláusula décimo sexta del referido negocio jurídico, para la resolución de cualquier diferencia, tales como la etapa de arreglo directo, ya realizada (ff. 358 y 359); posteriormente, en el evento en que fracase el paso anterior, acudir al centro de conciliaciones de la UPTC; y agotada esta última, las partes quedan en libertad de ocurrir a las respectivas instancias judiciales (f. 31).

Como se observa, agotadas las dos primeras etapas a que se hizo referencia, el interesado puede acudir al mencionado mecanismo judicial (medio de control de controversias contractuales), mas no a la acción de tutela, máxime cuando dentro del proceso contencioso-administrativo y al momento de incoar la demanda respectiva, puede solicitar las medidas cautelares que considere pertinentes conforme a los artículos 229 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)
, con el fin de «[…] proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia[…]».

A guisa de corolario de lo que se deja consignado, en este asunto el ejercicio de la acción de tutela resulta improcedente en razón a que dicho amparo se encuentra gobernado por el principio de subsidiariedad, según el cual esta no tiene cabida «Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales[…]»
, es decir, si los medios judiciales ordinarios pueden ser utilizados de manera eficaz en el sub lite, la acción impetrada no es pertinente, pues el solicitante tiene a su disposición otro medio idóneo para la defensa judicial de sus derechos.

En tales condiciones (la existencia de otro medio de defensa judicial), resulta aplicable la preceptiva del numeral 1 del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, norma que guarda estricta armonía con el artículo 86 de la Constitución Política, en virtud de los cuales la acción de tutela «[…] solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial[…]»
. 

Así las cosas, la Sala concluye que las circunstancias propias de este asunto no satisfacen los presupuestos legales ni jurisprudenciales para la procedencia de la acción de tutela, razón por la que se impone revocar la sentencia de 24 de octubre de 2016 proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá y, en consecuencia, rechazar por improcedente la solicitud de amparo.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, sala de lo contencioso- administrativo, sección segunda, subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución Política,

FALLA:

1.º Revócase la sentencia de 24 de octubre de 2016 proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá, que accedió parcialmente al amparo del derecho constitucional fundamental al debido proceso y, en su lugar:

2.º Recházase por improcedente la acción de tutela interpuesta por el señor Yimy Herrera Martínez contra el rector de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, por las razones expuestas en la motivación.

3.º Notifíquese esta providencia a las partes por el medio más expedito, en la forma y término previstos en el Decreto 2591 de 1991.

4.º Comuníquese esta decisión al Tribunal de primer grado y remítasele copia.

5.º Ejecutoriada esta providencia, como lo prevé el artículo 32 del Decreto ley 2591 de 1991, envíese el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,
Este proyecto fue estudiado y aprobado en sala de la fecha.

	CARMELO PERDOMO CUÉTER

SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ                   CÉSAR PALOMINO CORTÉS
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� Consejo de Estado, sección segunda, sentencias AC-2010-00032 de 18 de marzo de 2010, y AC-2010-01795-01 de 9 de diciembre de 2010.


� Corte Constitucional, auto 164 de 21 de julio de 2011, M. P., María Victoria Calle Correa.


�Artículo 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA): «Cualquiera de las partes de un contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento, que se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales, que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras declaraciones y condenas. Así mismo, el interesado podrá solicitar la liquidación judicial del contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya liquidado unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término establecido por la ley.





Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso.





El Ministerio Público o un tercero que acredite un interés directo podrán pedir que se declare la nulidad absoluta del contrato. El juez administrativo podrá declararla de oficio cuando esté plenamente demostrada en el proceso, siempre y cuando en él hayan intervenido las partes contratantes o sus causahabientes.» (subraya la Sala).


� «Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo.


[…]


Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos […]


Artículo  233. Procedimiento para la adopción de las medidas cautelares. La medida cautelar podrá ser solicitada desde la presentación de la demanda y en cualquier estado del proceso.


El Juez o Magistrado Ponente al admitir la demanda, en auto separado, ordenará correr traslado de la solicitud de medida cautelar para que el demandado se pronuncie sobre ella en escrito separado dentro del término de cinco (5) días, plazo que correrá en forma independiente al de la contestación de la demanda.


Esta decisión, que se notificará simultáneamente con el auto admisorio de la demanda, no será objeto de recursos. De la solicitud presentada en el curso del proceso, se dará traslado a la otra parte al día siguiente de su recepción en la forma establecida en el artículo 108 del Código de Procedimiento Civil.


El auto que decida las medidas cautelares deberá proferirse dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento del término de que dispone el demandado para pronunciarse sobre ella. En este mismo auto el Juez o Magistrado Ponente deberá fijar la caución. La medida cautelar solo podrá hacerse efectiva a partir de la ejecutoria del auto que acepte la caución prestada.


Con todo, si la medida cautelar se solicita en audiencia se correrá traslado durante la misma a la otra parte para que se pronuncie sobre ella y una vez evaluada por el Juez o Magistrado Ponente podrá ser decretada en la misma audiencia.


Cuando la medida haya sido negada, podrá solicitarse nuevamente si se han presentado hechos sobrevinientes y en virtud de ellos se cumplen las condiciones requeridas para su decreto. Contra el auto que resuelva esta solicitud no procederá ningún recurso».


� Numeral 1 del artículo 6º del Decreto ley 2591 de 1991.


� Artículo 86 de la Carta Política.
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